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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno ÁNGEL MARÍA SERNA RIVERA, contra el auto interlocutorio proferido el veintinueve (29) de noviembre de 2006 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de prisión domiciliaria que presentó el interno.
2.- PROVIDENCIA 

Previa visita social familiar al hogar del sentenciado, el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena que le fue impuesta, negó la petición de casa por cárcel y par ello, tuvo en cuenta lo siguiente: i) el señor SERNA RIVERA había sido condenado por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, en sentencia del veinticinco (25) de abril de 2006 a la pena principal de ciento veintinueve (129) meses y quince (15) días de prisión, por la comisión del delito de Almacenamiento de cocaína y destinación ilícita de inmueble; ii) La visita practicada informaba que el sentenciado tenía una edad de sesenta y dos (62) años, que vivía en unión libre hacía tres (3) años y que tiene dos (2) hijos de veintidós (22) y tres (3) meses respectivamente, quienes viven en una finca, donde a su compañera se le cedió una habitación para que permaneciera con sus bebés; iii) en esas condiciones, no se reunían las exigencias contempladas en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, porque además, no se tenía la seguridad de que el sentenciado no se constituiría en un peligro para la comunidad, toda vez que no veía posible enviarlo a la residencia que fue utilizada para vulnerar el ordenamiento jurídico, lo que haría que la sanción resultara inocua.

3.-  RECURSO

Una vez llegado el expediente a esta Sala, se corrió traslado al apelante para que sustentara las razones de su inconformidad, en virtud de lo cual manifestó que si bien era cierto no tenía la edad de 65 años ya había cumplido 62 y tenía muchos problemas de salud como son azúcar en la sangre, dolencias de próstata –aspecto este que todavía no había sido evaluado por Medicina Legal- y constantes depresiones causadas por el hecho de ser cabeza de hogar, de conformidad con lo señalado por la Ley 750 de 2002 y no poder cumplir con las obligaciones que ello conlleva.

Refiere que su compañera permanente GISELY OBANDO CIFUENTES se encuentra al cuidado de sus dos (2) hijos menores de los cuales aporta los respectivos registros civiles de nacimiento, que son campesinos, que él era quien velaba por la manutención y que además, su compañera fue clara con la Trabajadora Social al manifestarle que a veces trabajaba en casas de familia, pero de manera esporádica y trabajar para pagar una persona que cuidara a los niños no tendría sentido.
Aclara que el inmueble donde purgaría su prisión domiciliaria no es de su propiedad; se hizo cargo del delito porque estaba administrando la finca a cambio de habitación para él y su familia, aunque aceptó la sentencia anticipada –a pesar de no darse cuenta de quien puso la droga allí- porque esa propiedad estaba a su cargo, máxime cuando así se lo aconsejó el profesional que lo defendía y que además su compañera también se encontraba privada de la libertad, con la posibilidad de que a sus hijos los enviaran a un hogar de Bienestar Familiar.

Insiste en que sus hijos necesitan no solamente los buenos cuidados de su madre sino una congrua subsistencia y manutención que solamente los puede suministrar él como cabeza de familia.

Acota que es un campesino que no tiene bienes de fortuna, que se encuentra desesperado por la situación que atraviesa su familia, lo que le ha producido notorias incomodidades al no poder conciliar el sueño, vivir nervioso y no retener lo que ingiere. Califica como un yerro jurídico el que no se le permita la casa por cárcel porque no se trata de un beneficio liberatorio, sino de un cambio del lugar de reclusión. Por demás, agrega que a través de su vida no ha registrado antecedentes penales o de policía, por lo que no pondrá en peligro a la comunidad o a su familia.  

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta contra la decisión proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
De cara a los juiciosos planteamientos hechos por el interno, debe decir de una vez el Tribunal, que no ve cómo se pueda conceder al sentenciado la sustitución de la pena intramural que le ha sido impuesta.

No se puede desconocer que la situación de privación de la libertad que actualmente soporta, crea unos efectos negativos en su prole, empero, a la luz de las disposiciones que rigen el asunto, es evidente que no se satisface ninguna de las hipótesis contempladas en la Ley para acceder a la concesión de la casa por cárcel. Si lo miramos desde el punto de vista del artículo 38 del Código Penal que permanece enteramente vigente, tenemos que la cantidad de pena establecida para el delito cometido por ser superior a cinco (5) años impide proceder en esa dirección. 
Enfocado el asunto desde la Ley 750 de 2002, surge con meridiana claridad que ella impide esa gracia, en primer lugar por no tener la calidad de padre cabeza de familia y en segundo, a que mirado el desempeño social y familiar del sentenciado, con miras a determinar que no pondrá en peligro a la comunidad, es claro que no sale bien librado, dado que la conducta por la cual fue condenado es de aquellas que afectan y de qué manera al conglomerado social en atención al destino que tenía la elevada cantidad de droga incautada, no otro que el expendio a gran escala con su consiguiente daño en la salud de las personas. En esas condiciones, salen al paso los fines de la pena, en cuanto conllevan una protección general a la comunidad y una retribución justa, en tanto que esa misma colectividad a la que se pretendió afectar tampoco vería con buenos ojos que quien así delinquió sea retornado a su seno, sin mayores miramientos.
De manera adicional, las dolencias que ahora lo aquejan no tienen por el momento la entidad suficiente para considerarlo una persona con enfermedad grave que le impida afrontar la condena intramural, para cuyo efecto, como bien lo dice el señor SERNA RIVERA debe ser evaluado por el Médico Legista; ni qué decir del requisito de la edad, el cual tampoco es automático, dado que una vez cumplidos los sesenta y cinco (65) años ese aspecto debe ser valorado en aras de determinar si sigue en prisión o se le permite acceder a la prisión domiciliaria. Menos, se puede predicar que el sentenciado tenga la connotación de padre cabeza de familia, toda vez que la misma está reservada para aquellas personas que desde un plano de exclusividad asumen los roles de padre y madre por la ausencia del otro, lo que no ocurre en el presente evento, donde de todas maneras, pese a la precaria situación que se narra, es un hecho cierto que los menores hijos del condenado, cuentan con su señora madre quien dentro de sus limitaciones está al frente de sus necesidades afectivas y de manutención. Significa lo anterior, que tampoco se satisfacen las exigencias contempladas en la proposición normativa formada de la combinación de los artículos 314 y 461 de  la Ley 906 de 2004, para proceder en la dirección pedida por el apelante.

Finalmente, debe mencionar la Sala que este no es el momento para hacer planteamientos en torno de la ausencia de responsabilidad del interno, ante la presencia de una sentencia condenatoria proferida como consecuencia del preacuerdo logrado con la Fiscalía, en el que se aceptó el compromiso en la conducta punible por la cual fue acusado.

Sirvan entonces estos planteamientos para estimar que el proveído apelado debe ser confirmado.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue apelado. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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